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L INTROD UCCION 

EL DERECHO, INSTHUM ENTO DE CIVILIZACION 

Suele a veces ser frecuente, para muchos hombres el en­
tender el Derecho como un límite desagradable, como una 
mmisa de fuerza, como algo que impide desarrollar nuestra 

Conferencia pronunciada el día 5-5-1980 en la inauguración del 
Seminario Nacional sobre Procedimientos Administrativos organi­
za<lo por CONARA (Comisión Nacional para la Rdorma Admi­
nistrativa) en la ciudad de Santingo (5 al 10 de mayo 1980 ). Se 
han agregado notas. 
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voluntad libre, y así lo sicntell incluso COIllO IIn 111 .:\1 , como 
algo d el cual hay que desembarazarse, desclltender.t.¡e, y aún 
m{lt.¡: 11 0 tomarlo muy en cuenta, pues sería u lla Iimitadón 
que en trab a y mo lesta nuestro aduar. 

y 11 0 es tan extraiío que ello ocurra: y ello por :2 moti-
vos: 

1. porque el Derecho es obra de civilización. y ésta implica 
tilla convivencia donde hay que respetar a nuestro pr6jimo, 
en todas nuestra.o,; actividades~ y ell o no es fácil , por cuanto 
supone superar la bestia que llevarnos dentro, y traspasar la 
etapa de las cavernas, y 
2. porque no pocas veces se entiende el Derecho como una 
mera fachada formalista, cuyo contenido puede con ducir a 
las peores atrocidades, olvidándose qu e es un instrumento 
de justicia, para concretar lo justo, lo debido en las relacio­
nes sodaJes, y obtener así la paz cn la comunidad política. 

Sí, el Derecho es instrumento civilizador. 
El Derecho mejora el destino de la." naciones, las saca 

del estado de tribus incultas, las eleva, las hace ocupar el 
rango de rC3.lidades p olíticas, am parando y protegiendo en 
un Orden armonioso y estable, el (.'Omereio espontáneo del 
que es tún hcchas sus almas, su vida. su conciencia. El ins­
tante en el que se lo ve aflorar en una horda o tr ibu, es el 
. .,íntoma por el cual se puede adivinar que aquell a.,;;; han sido 
ya ganada."j para la civilización; es el ín dice d e qu e sus usos 
y costumbres morales van a cuajarse y a fijarse por un t iem­
po; es la marca que aureola las institu ciones p ara q\le la 
cnJtul'a resplandezca en su fu ente. 

La fami lia, la casa, la tribu , no son en la vida comunitaria 
sino etapas del camino (IlIe llcva hacia la ciudad: ésta, es el 
ohjetivo al c ual tienden la.''; fll erzas que se uesarrollan en el 
seno de la agrupación human a: es el ténnino oscuramente 
buscado, es el producto natural de esa larga y trabajosa 
gestión a la cual las agrupaciones humana." es tán som etidas. 
¿Podría ser, entonces, la ciudad algo diverso que la toma 
de conciencia por una nación de las leyes de su propia 

2J2 



('voiut:lo]] )' su." desarrollos, y S\l pns terior elevación al es ta­
do de reglas ;.' de derechos? 

SiLuando a las nacion E's el1 un c.."itado superior, el Dc­
recho irú permitiéndole empcii.arse en una vida nueva, y<1 
que el D erecho vendrá, así, a cünvertirse, de alguna m allC­
ra, en el asiento de sus operaeiolles colcc:tivi.lS. la base sobre 
la ("ual se apoyan los pueblos para emprender el vu elo lw­
da c:I progreso. 

y es quP el D erecho es una pieza esencial para la sal­
vaguardia del cCjuilibrio del edificio políticü : es quien des­
cmpc!-Ia el papel del interm ediario, de en lace, entre los 
mi( 'rnhms de una misma comunidad. 

Es I1n lazo. un vínculo, pues la obligación ue los indi ­
viduos de con formar su actividad a IlIl tipo común, engendra 
la coheo;; ión y la unidad; pero no ob"itante esto, no es tanto 
un vínculo cuan to tilla determinación, una medida, V ante 
lodo UI1 ligam en, ya que es norma. Su fun ción es regulado­
ra, ordenadora del funcio namiento interior)' exterior de las 
instituciones: su fund amento )' razón de ser es la de illtro· 
ducir en los cambios recíprocos de bienes )' servicios, una 
form a objetiva, precisa, definida. D el mismo modo qu e un 
mold e o una matriz, así el Derecho va moldeando las rela­
ciones sociales dúnuoles su propia form a: así, impregna (k 
orden la vida colectiva, y cOIl5treí\ irá , también> a las el1cr­
g:ías vivas de la comunidad a elevarse has ta Sil propia al­
tll ra, a llevar grabada su marca específica. 

Pero, guardémonos de exagerar la misión lid Derecho 
sobre las actividades de la nación . Su misión ('S 10 bastant(' 
profunda como para cortar de raíz todo~ lo') d csórell..'ne.'i, 
discus iones y estragos qlle llevan a la d (-'~tr ll Ccióll de esa 
Nación, )' lo suficientem ente imperiosa comD para imped ir 
a la multitud el retrotraer el camino que le sacara d e la 
horda. 

No ; el D erecho es el mínimo esencia l, el título es tricta­
Illente necesario para la ex istencia política; en ]a uifw¡j{jll 
<le la vida social establece el Derecho lo que es de rigor 
para constituir un apoyo firme libre. Es que para qu e un 
pueblo se eleve' hacia el arte, la cultura, el progreso, ha de 
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apoyarse ineludiblemente en UIl soporte estable e inque­
brantable: eso es 10 que le procura el Derecho l. 

Estas bases y genéricas reflexiones - cuya contraprue­
ha es fácil hacer señalando que la decadencia y la caída de 
multitud de regímenes, ya en la antigüedad, ya en nuestro 
mL'ilTIo Chile y hace muy ,poco, es atribuible en la Tlla~'f)r 
parte de los casos al menosprecio de la justicia y del Dere­
cho- creo que bastan para mostrar ese carácter típicamente 
civilizador que posee el Derecho. 

y es quc el Derecho introduce orden en el operar: es 
nada menos qne la demarcación objetiva que ha de revestir 
la actividad exterior del hombre para insertarse en ese or­
den. Pero no cualquier orden , sino 1.111 ordell de justicia, sin 
la cual no sólo no habrá orden sino tampoco paz:!. 

1. LA IDEA DE ESTADO DE DEHECHO 

y he aquí que nos parece adecuado introducir la idea 
- tan manüseada y hoy casi convertida en slogan publici ­
tario- d e «Estado de D erecho". 

Sí; es que Estado de Derecho nace como expresión ju­
r ídicamente acuñada para hacer resaltar que no puede exis­
tir un orden de justicia en las relaciones del ciudadano con 
la Autoridad, si esa Autoridad no está también vinculada. 
sujeta, subordinada en S1I actuar, al Derecho. y en especial 
la Autoridad administrativa, que es quien está en contacto 
p CI1l1anente, frecuente y reiterado con el ciudadano, al rea­
lizar concretamente en su función toda esa enorme gama de 
servicios en b ien de la comunidad, sati~ faciendo las necesi­
dades púhlicas. 

y es que nace la idea de Estado de Derecho cuan do 
ha\' el convencimiento que no sólo el súhdito ha ele regir su 

L. L r\CH ANCt:::, El concepto <le derecho en Aristóteles Ij Santo 
Tomás. Soco Fabril, Ed. Buenos Aires, 1953, 9-16. 

::! "La p:l.Z es obra de la justicia" can.taba Isaías (32,17), si bien 
indi rec:tamente agrega rá Santo Tomás, en cuanto remueve obs­
t[(clllos (Suma Teológica, 2.2. 29,3 ad 3). 
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conducta por el D erecho sino muy en especia l la propia 
autoridad gobernante sea como legislador, pero sobre todo 
como AdminL~ tración ::. 

Pero de nada sirve fili e ello quedara en puras decla­
macion es líricas o verbalistas, en declaraciones o programa'i : 
se v incu lará al Derecho la autoridad guhernativa y adminis­
trativa en la medida que existan los mecanismos jurídicos 
ClIlC permitan hacer operable, efectiva, actualizable esa 
vinculación, esa sumisión, esa sujeción, esa snhordinación 
al Derccbo. 

y ello sólo será posible - y es la idea fundam ental so­
bre la cual se asienta allá en la Prusia del siglo XIX, con 
Von Mohl , la construcción intelectual del Rechtstaat- en 
clIanto un jUE'Z, independiente e imparcial, pueda conocer 
de las reclamaciones que los afectados puedan interponer 
en contra de los actos)' disposiciones arbitrarias de las au · 
toridndes políticas y administrativas, quienes es tando tam­
bi"JI bajo el Derecho -y no por sobre él- han de adecuar 
.'m actuación a sus mandatos, )' ver anulados SIIS actos si son 
antiJurídicos, dehiendo ademú.'i, rep arar el daiio que en Sil 

fllnci{m hubieren producido. 
U 11 jllez - independiente e imparciaI- que diga el De­

recho resolviendo conflictos entre partes (cualquiera .sean 
t:"itas, au n si es la propia Administraci6n ) )' decidiendo co n 
fllcrza jurídica el litigio, dcci~ión que se impone a las par­
tes. He aquí el pí(' central de la noción tal como nació : ulla 
pt' rspectiva adminü¡tra ti va, cuya fuerza de expansión inva­
dirá todo el Derecho Público del siglo XIX, para aS11mir 
también expresión propia en todo el Derecho Político del 
siglo XX, pero ya C.'0 1l variadas conno taciones, 11I 1Ich as veceo;¡ 
hil 'n alejada '\ d e su concepción origi naria. 

1. EN 1.;\ CONSTITUCION DE 181.'1 

i\' lI cstro país -que fu era sin lugar a dlld;;l'\- no sólo 
el nl .. h avanzado sino el qu e primcro adqll iriú es tahilidad 

Vid. Ada Cunstituciona l .\l'.' 2 ( DI. 1.rr51/7(¡) considerando ·1 
letra e}. 

215 



política 'c institucional dentro del conglomerado de naciones 
·de la Hispanoamérica, durante el pasado siglo - no fu e 
ajeno a esta noción- : no por haber recibido influencias ger­
m ánicas a este respecto, inexistentes, pero es que la sumisión 
al D erecho, la idea ministerial de autoridad, el re.o; peto por 
el hombre, el reconocimiento de las libertades comunales, era 
(,1 acervo normal )' practicado, hecho vida, en la instituclo­
nalidad indiana, en la cual nuestros pueblos fueron surgiendo 
él la civilización a través d el verbo hb'Pánico y cristiano. 

Esta riqueza institucional no f uc en vano, como lo ha 
mostrado con amp1itud y rigurosidad la más moderna histo­
rjc)grafía :1. 

Ya la el' de 1833 conten ía principios que por aquella 
¡'poca eran impcnsahles en Jos países desarrollados de la Eu­
ropa decimollónica: porque ¿dónde encontrar en 1833 ('11 

Francia, España, Alemania, o Italia, normas que establecie­
ran la vin cul ación positiva del actuar del gobernante y su 
Administración al Derecho, concihiendo a éste como el CO ll­

dicionante de Sil propia existencia y de su propio obrar? 
¿No es, acaso, csto lo qu e expresaba ,de modo clarísimo 

su Art. 160, verdadera «regla de oro" - como suelo llam arl a­
del Derecho Público chil eno? "Ninguna magistratura, ningt!·· 
na persona, ni reunión d e p ersonas pueden atribuírse, ni aún 
a pretexto de ci rcunstandas extraordinaria." otra atltoridad 
() derechos qu e los que expresamente se les haya conferido 
por la" leyes. Todo acto en contravención a este artículo e." 
n1lIo". 

y esta norm a estaba asegurada por dos mecanismos : 
Uno, al determinar que el Presidente de la Hepública (el 
quien se le confi aba la adm inistración y gobierno del Es­
tado, ~. c l1 ya autoridad se extendía a toJo cuanto ttlVielT 

Vid. Clllrt ' mlldltl.~, tvl. G ÓNCOHA, El Es/mio en d derecho fndiano 
(t~ pot.·n de funda<.."ión 1492- 1570 ). Editorial Uni vers itaria. San­
tiago, Chill', 195 1; j. M. OTS CAI'OEQuí, El Estado espmlol en la.'i 
l udias (-1,1 cd.) FCE. r\'f éxko, 1965; R. ZolUtAQuíN BECÚ, 1,/1 
orgmlÍz(u,:ión. política argeulilllL en d período indümo (3~ ed .). 
])erro t. Blleno.~ Aires, 1967, cap. 19 "El !; istema político indiano" 
(9-67); A. CAncÍA GALLO, Estudios de historia del derecho india,.. 
tia. INE) . \ ''1adrid, 1972 ; d e. 
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por objeto la conscrvaClOn del orden público en el interior 
y la seguridad exterior de la República ) en ",te su actuar 
debía "guardar y hacer guardar la Constitución y las le­
yes". (Art. 81). Y el otro, fundam ental (Art. lOS), al dis· 
ponerse que la facultad de jllzgar las causas civiles y 
criminales pertenecía exclusivamente a los tribunales, no 
pudiendo ni el Presidente de la República ni el Congreso 
ejercer bajo forma o arbitrio alguno funciones judiciales, 
avocarsc cawms pendientes o hacer revivir procesos feneci ­
dos ,'jo 

Pero, nuestro tema dice mús relación con ('1 Estado ci t' 
Derecho hajo la Constitución de 1925, que en lo Aurninis­
Irativn y judicial aún nos rige. 

Pasemos pues a ello, aun sí brev('mente. 

2. EN LA CONSTlTUCION DE 1925 

Si partimos de la base - normalmente admitida- 'Iu(' 
un Estado de D erecho, en sus connotaciones jurídicas ( que 
es Jo que uos interesa aquÍ mostrar), está montado sobre 
~'un eje fundam entar )' "dos pivotes lateral es de apoyo", 
podríamos decir qu e la armazón constitucional estructurada 
en 1825 ( reforma de la del 33) daba lu gar aun Estado ,Il­
Derecho, propio y verdadero. 

En efecto : ese eje fundam ental e"i el reconocimiento de 
lo que se ha dado en llamar los "derechos públicos subjeti . 
vos", otro nombre -pero pnhlicitado- de lo"i derccho<.; ~ 
libertades fundamentales; es decir el re<.'Onocimiento incluso 
frente a la propia Autoridad de los derechos inherentes a la 
naturaleza hllmana "que teniendo su origcn e ll el prorio 
Cn~ador , el Estado dcbe reconocerlos y reglam entar su ejer · 
dcio, pero no siendo {! <¡lIien los C<lIlcedc, tampoco podría 

!; Valga sciíala r que por aquellos HIlOS no habían ll<l ó d u aún lo~ 
sutiles y maqlli~lvéli(:os legistas que dirían que "c:msa civ il" e ra 
J:¡ regida por el Código Civil, y CIUC "fund ón ;ml iciar' t'ra :l Igo 
di stillto {le fnnción "jnrisdiccional", torpezas amhas (lile, po r 
<Icsgracia, harían naufragar e n este aspecto (>} .~ i stemil 140 rl iíos 
rtcspués. 
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jamás negarlos" -como dice be1Jamente la Declaración de 
Principios dc 1974. 

Pero ese eje necesita para su mejor sustentación: lt!.­
que la actuación y la existencia misma de los órganos esta­
tales, e n especial adminÜitrativos, esté condicionada por el 
Derecho; es el principio de la juridicidad dc los órganos del 
~stado , tanto en su existencia como el! su funcionamiento, y 
<fue asumirá respecto de la Administración el nombre d(' 
··principio de la legalidad adm inis trativa"; y 29.- el control 
de e"a actividad de ]a Administración, por un juez inde­
pendiente e imparcial que, decidiendo conflictos jurídicos 
entre partes, la imponga con S1l imperio, aun a la propia 
Adtninistradón. 

En la Constitución Política de 1925 se daban sí, estos 
ingredicnh>"i: 

2.1. Si se analiza lo que hemos llamado el eje fUlldanwntal. 
l'sto es el reconocimiento de los derechos públicos, aparec(' 
<¡ue todo 1111 capítulo y bien extenso (el III ) ha sido dedi­
c.:aclo a l reeonocimiento de los derechos v libertades funda­
Illt'lltales (A rt. 10 al 20 ), y dentro dé ellos, y con una 
garantía e~pccial } libertad personal y propiedad : el prime­
ro, por el rccurso de amparo ( habeas CO IJlUS), el segundo a 
través del ins tituto de la expropiación ( Arls. 13, 14, 1" Y 
JO- lO nI! lO, respectivamente). 

Por Sil -parte, la idea de seguridad personal estaba ga ­
ran tida, gent~ l"icamente, al determinarse que ninguna auto­
ridad ti ene o tro derecho o poder - ni aú n a pretexto c1t ~ 
circul1 'itancias extraordinarias- que los que expresamente 
les hayan cotlferiuo la Consti tudón )' las leyes, siendo todo 
;!cto contravenci6n a ello. Y específicam ente, por varias dis­
posiciones en que la Constitu ei6n desarrollaha 1:'1 princip;{) 
dd debido proceso: 
;¡) Nadie puede ser detenido sino por orden de funciona­
lI io púhlico expresamente facultado para ello por la ley, e 
int im ada dicha orden en la forma legal; 
h ) Nadi e puede ser juzgado por com isiones CS\JedaJes s ino 
por el tribunal qn e le srlialc la I ('~r y ('stableeico con ante­
rioridad; y 



e) Nadie puede ser condenado si no es juzgado legalmcu­
te, y en virtud de ley promulgada antes del hecho sobre 
<lllC recae el juicio. 

Y, además, por el "derecho a la jurisdicción" reconocido 
por los Arts. 80 y 87 al poder acudir siempre a un tribunal 
de la Hcpública, únicos competentes para decidir cualquier 
controversia que se sltscitara dentro del orden temporal en 
el territorio de la República, cualquiera fuere su naturaleza 
() la calidad de las partes, aun si se tratara de las autorida­
des políticas o administrativas misma.;;. 

y es que -como decía un notable iuspublici.st:l de fines 
del siglo: "toda contención de bienes i derechos, sea que 
se ajitc entre particulares, sea que se suscite entre el Fisco 
y los ciudadanos, es de necesidad un asunto judicial, pecu­
liar y privativo de los tribunales i jamás i en ningún caso 
de la competencia del Presidente de la República, de la, 
autoridades admínL~trativas, i aún del propio Congreso 
Nacional" ti. 

y agregaba: "En nuestro régimen, como también en 
el de todo país regularmente constituído, no ha de falta¡ 
juez el litijio alguno, ni protección a un derecho l'('Conocido; 
no siendo admisible la hipótesis -repugnante a las mús ele­
mentales nociones de justicia, de que pueda existir UIl 
derecho en condiciones pasivas i sin medios i arbitrios de 
conocimiento, eficacia i goce. El derecho es por su natura­
leza activo, i pierde este carácter si el que lo invoca a justo 
titulo carece de amparo i no hai autoridad pública que oiga 
su demanda i la haga respetar hallándola jlL'\ta e merecedora 
de acnjimiellto" 7. 

2. El J"iIlGÍJ!io de la ;uridicidad del actuar de los órganos 
estatales tenía ya en 1925 vieja tradición -como decíamos, 
pues venia de 1833: fue plasmado como Art. 4 y vinculado 
en cada función estatal a un mecanismo preciso de garantía. 

(. A. \[ONTT, Dictámenes (2 vol). lmpr. Nacional. Santiago, Chik, 
1894-9.5, 11 vista en caso "Allendes-Carrasco" (16.4.1889), 261 -
265. 

\ION"n, df. , vista caso Lanosa (5.7.1892) , II 10:355. 
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a) El legislador no podía infringir las disposiciones cons­
titucionales al desarrollar su fun ción Irgislativa, pues si iha 
II IÚS allá, su texto nodía devenir nulo en el caso de ]a e...;;pecie 
a través Jel llamado recurso de inaplicabilidad (86 ine. 2~) , 
reservada esa dedarat:ión de inaplicable a la Corte Suprema. 
h) E l ~Hlmill¡strador -sujeto constitucionalmente al princi M 

pio de la legalidad- veía todas sus competencias bien deli­
mitada') pues no sólo en virtud de una leyera posible crear 
servicios u organismos administrativos (44 n~J ,C) sino qlle 
toda su actuación, desde el propio jerarca máximo, Presidente 
de la República, estaba sometida a la Constit llci6n y a la,> 
leyes (70 - 71 - 72 n~ 2); el Derecho crea los organismos y 
Jos dota de atribuciones: es en él donde éstos encuentran no 
.,>ólo la fuente de Sil propia existencia sino también la ener­
gía para poder actuar, para cumplir los fines públicos en 
vi rtlld de los cua les han sido creados y para los cuales cuen­
tan con las postC'staues jurídicas que se les han conferido. 
e) Hespecto al juez, valga señalar 'IuC tanto la Constitu­
ción como la ley enmarcaban precisa y adecuadamente los 
poderes jurídicos oe los tribunales de la l1epÍlblica, siendo 
los códigos procesales y las leyes de procedimiento suficien­
tes garant·ías para evitar desbordes o inacciones 8 . 

D cbe recordarse que una Maji'itratura Suprema estaba 
expresamentt.o habilitada para ejercer -como Corte Supre­
ma- la superintendencia direct iva, eorreccional y económica 
sobre todos los tribunales de la Nación. 

220 

Ha de rt't'o rdarse (Ill<.' al juez no le es líeito resolve r un decid ir 
!I n hti t!io sOl1l etido a S il t'onoc:imiclltn , no le cabe hoy el una 
lif/f/cl de lo~ rom :ln().~: d Código Civil que e n sus ar ts. 19 al 24 , 
da reglas de illltrpretación de la ley, IL'nllina (art. 24) diciendo 
que si esas reg\¡¡s no pudieren apli carse, lOs pasajes oscuros o 
contrad ictorios se interpretarán "del modo que part.'zca mús con~ 
forme al espíritu general de la Icgislacibn y a b equidad natu~ 
ral", y el Código de Proced imiento Civil (art. 170) al dispone r 
1-1 contenido ele- las sen tencias señala (nO;> ,:;) que deben contc~ 
Ilt: r "la enunciación de ]ns leyes, y en su dcfec~o <le los principio", 
<1<: equidad con arreglo a los cuales se pronuncia el fallo"; ( 'S 

c1<'cir, a{m sin ley que sea aplicable al caso controvertido dchc 
iuzgnr, ac udiendo en tal caso a la equidad , que (':-; también \';1 

C:hilt' fll(':*· positiva <Id DerecJlo. 



y valga agregar que dentro de la textura de la Consti· 
tución, quiso darse expresamente la calidad de "Poder", al 
Poder Judicial , mientras habla sólo de "órganos" al referirse 
al Cúngreso Nacional, y al Presidente d e la República. Y ello 
no en vano: porque es este Poder (luien revisa la constitucio­
nalidad de la ley (Art. 86 ine. 2· -"de oficio o a petición de 
parte"), y revisa lo consti tucionalidad y legalidad de los .h~­
to.' de la Administración (Art,. 80 - 87). 

En fin , el "segundo pivote lateral de apoyo" a ese "eje 
fundamental" no es sino el control de ¡" actividad del admi­
nistrador por parte de un juez; independiente e imparcial. 

Ya desde 1823 9 en Chile se prohibía al Presidente de la 
l\e.públiea ejercer funciones judiciales, )' luego en 1833 se le 
agregaría "ni avocarsc causas pendientes o hacer revivir pro­
cesos fenecidos". 

En 1925, y para perfeccionar el sistema - al menos así 
entendieron hacer Jos constituyentes, según aparece de sus 
ac.:tas- se agregaría posterioridad el tristemente célebre Art. 
87: "Habrá tribunales administrativos, formados con miem ~ 
bros permanentes, para resolver las reclamaciones que !'e 
interpongan contra los actos o disposiciones arbitrarias de 
las autoridades política"i o administrativas y cuyo conoci­
rniento no esté entregado a otros tribunal es por la Consti tu­
ción o las leves". 

Así, de ~ste modo, toda la actividad del Administrador, 
incluso mús, túdos Los actos o disposiciones arbitrarias ele las 
autoridades polí ticas o administrativas, quedaban sujetos en 
Sil eontrol a un juez cada vez que alguie n se sintiera agra· 
viado, les ionado o perjudicado por la acción u omisión de 
In Administración. 

y valga ngregar que a ello se unía un régimen (pIe ase­
gUr<lha la responsabilidad personal de toda.:; las autoridades, 
ta nto civil como penal de todas ellas, uisciplinaria además 
para todas, a menos de aquellas situ adas )'a en la cúspide de 
la jerarquía, sujetas a la responsabilidad política. Y es que 

" Cons tituciún Políl ica (29. 12.181..3), arto 19, n~ 3. "Se proh íbe nI 
D irector Supremo conocer CIl mate rias judic¡~ l es, ni :t pretcsto dc 
pol ic-ía, gohierno Ú otro .~ motivos" . 
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el sistema mismo no era sino "republicano" , que es sinónimo 
de "gobierno responsable", don de todo aquel que ejerce 
autoridad ha de responder de sus actos, y reparar el dailo 
(Iue haya con su acción producido. 

Así, al menos en los textos, y en la previsión del t'O Il S­

titu)'cntt'. Y digo bien, en los textos. 

3. EN LA PHACTlCA 

La prúctica -por desgracia- discurriría. sin em hargo, 
por otros cauces, por otros cam inos, por otras vías, y a veces 
bien alejadas de esos tex tos fundamentales, de esa realidad 
normativa. 

Sí: la previsión del constituyente fue lo suficient emente 
armónica -en este aspecto de lo jurídico, que es el objeto 
de nuestro análisis- como para permitir el adecuado reali­
zarse d e las funciones estatales en el debido respeto y equili­
brio oon los derechos y libertades [undamentales. 

3.1 LA DIMI SION DEL JU EZ 

No obstante, bien pronto apareció que el sistema nau­
fragaba por su "eje fundamental" : 

En efecto, ¿cómo podrían ser tutelados esos derechos 
públicos suhjetivos si el juez, "piedra angular" del edificio 
del Estado ele Derecho, comenzó a decir que no podía cono­
eer de las reclamaciones en contra de los actos o disposiciones 
arbitrarias de las autoridades políticas o administrativas 
porque ello era de oompetencia de los tribunales adminis­
trativos? Si éstos hubieran sido creados, podría haber sido 
sensata la afinnación de los tribunales ordinarios; pero no 
existiendo, parecía ello má'i que un chiste cruel, una ver­
dadera denegación de justicia. 

No es la ocasión de detenerse en el verdadero drama 
de indefensión en que pronto se encontró el ciudadano frente 
a la arbitrariedad de la Administración, debido a esa inter­
pretación tan curiosa de] referido Art. 87Q, pero sí podemos 
decir que tanto el texto mismo de los Arts. 809 y 879 ele la 
Constitución, oomo la historia fidedigna elel establecimiento 
de este últ imo, )' toda la práctica jurisprudencia1 anterior 
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a 1U25, conducían a una .posición bien diversa 10, entregando 
la plenitud jurisdiccional a los tribunales ordinarios incluso 
eH lo contencioso-administrativo al no crearse ese ordell 
espedal, según lo había previsto la Constitución del 25. 

Pero, como no hay bien que por mal no venga, esta 
dimisión tan ostensible del juez en Sil función de juzgador 
dc 10 ¡.lllmillistrativo, vino en alguna medida -rudimentaria 
al cumi cllzo, amplia despllés- a ser paliada, y llenado e.s~ ~ 
vado, por un organismo que originariamente destinado al 
control de los fondos públicos, vino a transformarse en un 
baluarte para asegurar la juridicidad del actuar de la Ad­
ministración llegando a ser un verdadero poder estatal. 

3.2. El. PODER DE SUPLE:-':CIA DE LA CO"lTRALORIA 
CE"IEHAL DE LA REPUBLlCA. 

Sí: la Contraloría General de la República vino provi­
dencialm ente a servi r, de algún modo, ele "genio tutelar" 
de los derechos ciudadanos frente a la arbitrariedad del 
administrador e incluso a veces del gobernante, pues encar­
gada de velar por la constitucionalidad y legalidad de los 
actos del Presidente de la República en su función adminis­
trativa, y de la Administración toda, antes de que el acto 
mismo naciera, estaba dotada constitucionalmente de po­
deres de inhibición , impidiendo ese nacimiento si los esti­
maba contrarios a Derecho, negándose a tomar razón 11. 

Cierto, que ]a insistencia presidencial venía a torcer el sis­
tema, pero no olvidemos que más de una vez un Con tralor 
sostuvo su inconstitucionalidad incluso rechazándo1os 12. 

10 Vid. nuestro La competellcia contencioso administrativo de los 
'.ribunaJes ordinarios de justicia, en Revh;ta Chilena de Derecho 
vol. 1 (1974 ), 349-359, y Lo contencioso aflministrativo y los tri­
bunales ordillarios ele ¡(lsticia, en Revisl (\ de Derecho Público Univ. 
de Ch;!., Santiago 21 / 22 (1977) , 233-249. 

JI Vid. nuestro La toma (le razón y el 7JOder nOl'matil;o de la Co/!­
lraloría General de la RC¡llÍlJlica, en "La Contraloría o.~nera l de 
la República, 50 años de vida institucional". Eo. Depto, dv Dere­
c110 Público. Santiago, Ohile, 1977, 165-189. 

1:! Vid. nuestro El decreto de ins~·te'lcia ¿es conforme al ordena_ 
miento cOllstuucionul? en Estudios Jurídiros JI ( 1973 ) 1/ 2,23:3-
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Vino, pues, la Contralaría a través de la.;; amplias po­
testades can que la dotara el constituyente (1943) Y el 
Jegi')lador, a llenar todo el úmbito de actuación del admini"i­
trador, fiscalizándolo preventivamente en SIlS actos, disci­
plinariamente en sus conductas, contablemente en el manejo 
de sus fondos, éticamente imponiéndole probidad, jurídi­
caJllcnte :;ollletiéuclolo cotidianamente al principio de la 
legalidad y pn~viamcnte, y en poca medida, a través dc un 
procedimiento administrativo, mínimo en la letra legislati­
va, amplísimo en su práctica jurisprudencial, jurisprudencia 
contralora que es en grandes ám hitos fundamento basilar 
del Derecho Adrninistrativo chileno. 

Pero así y todo, jamás la garantía judicial podrá ser sus­
tituida, ya que contralora y todo las funciones de Contralo­
ría no chocan ni reemplazan de modo alguno en su sustancia 
el papel del juez, que declara el Derecho de modo definiti­
vo cuando hay controversia entre partes, imponiéndose a 
ambas. 

4. LA QUIEBRA DEL SISTEMA 

Pero no sólo fallaría el sistema por la dificultad de im­
pedir que los actos arbitrarios de la Administración 
surtieran efectos, sino que por la reluctancia con que ese 
mismo juez -no obstante no negar su competcncia­
mirará el problema de la responsabilidad del Estado. 

En una involución SDrprendente 1\ el juez de ]a década 
de los aiÍos 30, y de hecho hasta ahora ha sentado casi co-
1Il0 principio la irrcspoll.')abilidad del Estado por los dafíos 
(!UC produzca (;'11 su actividad administrativa: contrariando 

2í30, también en lkvista {le Dcrc<.:ho Púhlico Univ. de Chile, San­
tiago 1<'5 ( 1974 l, 58-80; el Contralor ;'vIewes rechaza un DI en 1950, 
dictamen 22.0/J2, de la de julio, cuyo texto íntegro puede verse en 
],a foma d e razón cit. 174, nota 30. 

l:l Vid. nnestro L(~ responsobílid(Jd del Estado admillistrador, UJI 

principios general del derecho chihw, en Revista de Derecho PÚ­
hlico, Univ. de Chile, Santiago 2.1/22 cit. 149-156; también P. 
PlElUn:, La responsabilidad cxf.racontractual del Estado, en Anua­
rio de Derecho Administralivo 1 (1975/76),484-502. 
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todo el sistema del 1925, y su propia jurisprudencia hasta 
1930, el juez supremo hacía revivir por esOs años la teoría 
de los "actos de autoridad y de los actos d e gestión" (de 
claras reminiscencia'i prusianas dieciochescas) y ya aban­
(Ionada por la propia jurisprudencia fran cesa a principios 
de siglo ), dLsponiendo la responsabilidad con ocasión de 
los actos de gestión, aplicando el derecho privado, y sen­
tando la irresponsabilidad por los primeros. 

Cerrada la posibilidad de la nulidad de los actos de 
la AWT"linistración, cerrada asimismo la posibilidad de 
perseguir siquiera la responsabilidad en caso de perjuicios 
producidos por ellos, por un lado se erigía a la Adminis­
tración -y precisamente por obra del juez- como un in­
lll enso baluarte de verdadera inmunidad jurisdiccional, y 
por la otra se abandonaba al ciudadano a su propia suert~, 
quien la buscaría en la Contraloría General de la Repú­
blica, y si no lograba allí cumplida satisfacción, comenzaba 
a mascar el polvo de la inconformidad pero también de la 
rebelión. Los más pudientes conseguirían del legislador en 
cada vez mayor amplitud la dictación de una legislación 
'<exorada" 1-1 cúmulos de privil egios de todo tipo y en todos 
los sectores, que configurara una verdadera maralla de ma­
terias, que aún hoy se hace difícil despejar, y que si se 
hubiera aplicado real y precisamente, no cabe duda que 
habría impedido la marcha misma de la Administración 
cuando no su quiebra total. 

En estas condiciones, no quedan muchas dudas para 
n.-'spondcr a la interrogante qlle cllalquiera puede hacer. 

y es que ningú n texto normativo, aún el fundam ental. 
se salva de la bancarrota a que lo conduce una interpreta­
t:ión chata, escuálida y misérrima. Y la responsabilidad en 
ello es bien la de los legistas, que ponen más confianza en 
la prerrogativa del poder que en la libertad e1el ciudadano, 
(' 11 la atribución imperativa m{ls qlle en la concertación 

-~~ 

1-1 Vid . e l lúcido anúlisis cille hace B. BRA VO L lflA. Hégimen ele go­
b,en IO y partidos políticos en Chile. 1924·1973. Edit. Jurídica di! 
Chile, Sant iago, 1978, cap. VIII 8855; también ~1 8-52 y 163·168. 
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(.'oJ1venida, e l! la maximaClOl1 de la autoridad más que en 
el equilibrio con el súbdito lO. 

y as í potencian al Estado, disminuyen al individuo; 
ensalzan la soberanía, minimizan la idea de servicio; in ~ 
tervienen en todo, esclavizan la p ersona. 

¿De qué extrañarse, entonces, que así devenga el Es~ 
tado todo y la persona nada; la autoridad inmune y el ciu~ 
dadano in erm e; la Administración un monstruo, y el indi ­
viduo, enano?, 

y 10 que es p eor. ¿De (IlIé extraí'iarse, entonces, qll (~ 
para el individuo devenga el Estado algo enteramente ajeno, 
.la ('Osa de unos pocos quc lo m anejan a su amaño, y por 
ende el ciudadano un extrai'lo en su propia ti erra, y un 
extranjero en su propIa patria? 

y p eor aun, ¿por qué asombrarse que lo estatal, el 
hien (.'{)mím , va no entusiasme al hombre medio, ni se.l 
fácilm ente posible integra rlo a la tarea social, que es t3ln ~ 
hién sllya?; ¿,par qu é asombrarse, pues, si la idea misma 
de partivipación ya suene a desconfianza, v se mire COl! 

Tecelo por el propio ciudadano? 

11 . El. PROCEDIMIENTO ADM INISTRATIVO 

El hombre primitivo temia con pavor a lo, dioses; \ 
es (lue siempre a l hombre aterroriza el poder omnipotente, 
se lo siente tan distante, tan lejano, tan a jeno y sorprenden­
le, tan terrible en su fuerza coactiva. 

Hoy, sin embargo, la Administración tan om nipotente, 
lan distante y lejana, que causa temor -ya que no pavor­
;tI hombre civilizado, ve que no puede ya funcionar ,-;i IlO 

cuenta CO Il el ciudadano, )' aún advierte que su propia 
jnmunidad es fllentp de errores, perturbación e inefici encia, 

15 I ,0 hcnH)~ PUt;sto de rel ieve rcdellh.'LL lcnlc en Breves cOlIsiderll­
cione~' sobre regímenes (le excepción en el Anteproyecto de NIlf'~ 
1;(1. C Olistiluciáll, en Caceta Jurídka 3 L (1979 ) 2-7, espec. nota 11, 
y p . 5. 
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Il e aquí cnriosamente que la idea de Estado de Dcre­
dio ha venido a agregar 1111 nuevo mecanismo en su tarea 
uc vincular a la Administración al Derecho, no ya externa­
mente, sino internam ente, por medio de la integración del 
d lldadano en el quehacer administrativo y a través de una 
procedimentaJizaci6n del actuar del administrador. 

(.Serú posible entre nosotros llegar a ello? 
Si alguno estuviere desprevenido, tal vez podría pen­

sar (!tIC se trata de algo nuevo entre nosotros: sin embargo, 
ya ll evamos más ele 50 años ele práctica en ello, y organi­
zada, si se toma en cuenta que la propia ley de ministerios 
( l g27) Y la propia ley orgánica de Contraloría de la Re­
pública (1925 ), ya disponían si bien escuetam ente, un 
procedinl:Ícnto de elaboración de los actos presidenciales y 
de jefes ele servicios. 

En otra ocasión ya analizábamos ese procedimiento 
auministrativo general IG, y que es necesario tener muy en 
cuenta 11 fin de no caer en injertos extranjerizantes que han 
sido tan pern icioso"" - pI) otros campos- de nu estro derecho 
público 17. 

1. SU NECESIDAD 

Y, ~.e.s que aparece necesario, hoy. regular la actividau 
administrativa a través de una normacióll procedimental 
codificada, ordenadora y vinculante tanto para gobernante 
y gobernados, administradores y administrados? 

Aunque tan sólo fu e,se para reducir él sus justas propor­
ciones los C'normcs poderes de imposición de que suele 

16 Ln toma de raz6'l, ci t. , espcc. , 170-189. 
17 V. gr. la intr<xlucción del art. 87 en la Constitución de 1921 y la 

idea de tribunales administrativos a la fram:csa; la in troducción 
del tribunal constitucioll.1.1 en la refo rma cons titucional de 1970 
y que fu era un rotundo fra caso por su composición política y no 
juri sdiccional (error que se vuelve a repetir ahora en la Cons­
¡¡tución de 1980) ; la introducción oe la idea de potestad re­
glamen taria autónoma, de origen francés, y que po tencia al lí­
mite la autoridad del Administrador nO obstante que por esencia su 
adividad ("s vicaria , suhordinada; etc. 
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haber gozado la Admin istración - y no porque le hayan si­
do atribuídos por la Constitución )' las leyes sino debido a 
la inmunidad que de hecho le ha regalado el juez graciosa 
pero peligrosamente- esta procedimentalización admint'i ­
trativa sería bienven ida y reconfortante. 

Pero hay ciertamente algo mús, y mucho mús in1 por­
tan te, en orden a ir hacia la dictación de un verdadero or­
denamiento de .procedimiento administrativo. 

Función de la Adm inis tración - y fUll ción jurídica, esto 
es, vinculada a Derecho- básica y primordial es la de ase­
gurar una eficaz y oportuna satisfacción de las necesidades 
sociales qu e en un momento determinado el Estado estima 
de su deber hacerlo y lo hará, por medio de decisiones y 
medidas que tienen por fin esa concreta satisfacción, de 
bien público, en beneficio de todos y cada uno de los ciu­
dadanos. Es para satisfacción de los miembros de la comu­
nidad nacional, qu e se realizan la') tareas concretas de la 
Adminis tración. 

Ahora bien, esa actividad, variadísirna y de gran com­
plejidad, si quiere ser eficaz y oportuna ha de estar sujeta 
a cauces form ales p ara poder expresarse; ese cauce formal 
no es sino el Derecho, que hará que eficacia y oportunidad 
se unan en un com ún denominador: jlL''iticia. 

Porque no hay efi cacia a través de la injus ticia, ni cabe 
l1amar oportuna -al menos racionalmente- a una decisión 
injusta. Solución efi caz, oportuna, justa, he ahí la meta de 
wdo actuar administrativo: ella, sí que significará satisfac­
ción rcal de las necesidades públicas. 

Pcro, ~.ct1 ál es serán sus fundam entos, para que real­
mente ello convenza 

2. SUS FU NDAMENTOS 

Por de pronto, suelen clásicamente indicarse dos face­
tas típicamente diferenciadas que caracterizan al procedi­
miento administ rativo: Una, la faz garantística, y que le 
viene de la idea misma de ser un "procedimiento", idea 
larganHm te monopolizada por la jurisdicción: Procedimien­
to := conjunto de medíos destinados a asegurar la efectivi-
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dad de los derechos de las personas; pero esta mLsma idea 
ha venido también a mostrar la faz de "eficaciá" en la ac­
ción, al regularla racionalmente .por medio de normas 
tendientes a un fin y con unidad de afecto. 

Curiosamente, "garantía" y "eficacia" parecen ser dos 
uocion es que pudieran chocar: la síntesis enriquecedora de 
cIJas -es la mejor prueba de la existencia de "procedimien­
tos", norl1l<ldos incluso en codificaciones ya de varios lus­
tros. 

y esta síntesis, creemos, da prácticamente los funda­
mentos ele esta nonnación procedilnental administrativa: 

2.1. UNA PROTECCION DEL INTEHES GENEHAL. 

No se olvide que la Administración no tiene un interés 
propio, jLlrídicamente hablando; su interés es el interés del 
Estado, su [in no es otro que el de éste: y éste es el bien 
común, el interés general dicho de modo vulgar pero más 
impreciso. Las formas impuestas al acto de la Administra­
ción no están en favor de talo cual parte básicamente, sino 
en el interés de la decisión misma, de su corrección o acier­
to, madurez y justicia: es un fin ele buena administración 
el que las impone. 

2.2. UNA ORGA"IIZACION RACIONAL DE ADOPCION 
DE DECISIONES. 

El procedimiento administrativo, viene a ser una forma 
de simplificación del actuar administrativo evitando un es­
fuerzo de imaginación a la autoridad y al funcionario, y 
uniformando práctieas acertadas en la acción de la Adminis­
tración. Como alguien podría decir, es racionalizar hábitos 
de higiene decisional, por medio de una adecuada ordena­
ción. y es que no hay posibilidad -en las organizaciones 
burocráticas modcrnas- de obtener productividad, econo­
mía y desburocratización, sin ordenar racionalmente -o sea 
por normas- la actuación de los agentes administrativos; y 
esta "higiene decisional" lleva implícita -cuando se trata de 
la función administrativa estataI- una ~'sanidad política", 
que merece ser destacada. 
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'{ l'S qm .. ' '<Jladie se benefida más, .1 la larga, ~i exL'itc 
IIna l'orrecta, justa y eficiente Aclloinistración, que los pro­
pios admini'i trados, y no debe olvidarse que el Estado C!:itCt 
t'\l ll ') lI')tanc:iado, desde la -cúspide hasta su base, con esa 
verdad tan simple y tan profunda de que el éxito del gober­
nante depende en no poca medida de su bucna Administra­
cióll y de la aprobación de los gobernados" I!\ 

y es que no en vano el ciudadano ve al Estado, al 
P;¡dl'r, no tanto como legislador o juez, sino corno Admi­
Ill'i tración. Es bien evidente que I1l1a gran parte del ues­
tontento oe un pueblo con su gobierno nace no tanto d e 
las grandes Hneas de acción política, sino sobre todo de las 
pequeiias p ero numerosas y constantes injlLSticias que a 
diario el ciudadano puede sufrir a través del aparato admi­
nistrativo, y de las ventanillas de atención, ya sea por tul 
trato de.'icortés, por la ausencia de decisión, por una deci· 
sión arbitraria, por una medida inoportuna, por un defecto 
en la prestación, etc. 

La eficiencia administrativa no sólo economiza medios. 
y ahorra tiempo, sino también -)' para el gobernante es 
fundamental- es un sustancioso capital político, cuyos 
dividendos son imprescindibles para obtener la aprobación 
de los gobernados: No cabe olvidar, que sin el apoyo, el 
asentimiento y la colaboración de éstos, nada duradero po­
clnl COn5itruirse desde el poder. 19. 

2 .. 1. UNA PROTECCION DE LOS CIUDADANOS USUAHIOS 
BENEFICIARIOS DE LOS SERVICIOS PUBLICOS. 

Si la actuación de la Administración tiene necesaria­
mente efectos en la ciudadanía, lo normal serú que ella 10 
afecte como beneficio o como carga; y ello es obvio, pues 
que el destinatario nahual y exclusivo de la acci6n adminis­
trativa SOn las propias personas, miembros de ]a sociedad. 

18 H. "'-7. R. Wlldc, Towards Administratioe Justice. AmI Aroor. 
1963, 129; citamos en ,la traducción de A. CorlDrLLO, en "Proc(~­
dimiento y recursos administrativos" (2~ ed.). Macchi , Buenos 
Aires, 79. 

1!/ A .. GORlm.l..o, Procedimiento cit. 80. 
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Para nadie es un misterio -y menos para nosotros que 
hemos visto y padecido ese intervencionismo agobiante de 
la Administración- que ésta goza de poderes unilaterales 
de imposición que pueden afectar directamente -autotutela 
normativa- nuestras situaciones jurídicas, en orden a ha­
cer precisamente primar el interés general. el bien común. 

Pues bien, supraordenación sí, pero no arbitrariedad; 
frente a ello es que aparece la protección jurisdiccional de 
los administrados y la figura del juez como supremo ga­
rante de los derechos y libertades fundamentales en un 
Estado de Derecho. 

Sin embargo, frente a las diversas fallas que la pro­
lección jurisdiccional ha ido demostrando tener, es que 
aparece necesario, conveniente, utilísimo, el procedimiento 
administrativo, como un complemento eficaz y a veces 
indispensable, para asegurar el respeto )' la intcgridad de 
los derechos d'~ los administrados. 

En efecto, 1) la protección jurisdiccional es una pro­
tección a posteriori, una vez dictado el acto de la Admi­
nistración, y aún producido a veces todos sus efectos; efec­
tos imposibles de destruir en ciertas oportunidades, o que 
habiendo ya perjudicado, el perjuicio por muy reparado 
que sea ya ha sido producido, afectando a veces grave­
mente al individuo; 

2) La protección jurisdiccional suele ser lenta, por 
desgracia; quien sabe si por aquello de que "es mejor una 
justicia lenta pero segura que rápida y con rehabilitacio­
nes post mortem". La verdadera maraña de situaciones ju ­
rídicas que un acto administrativo puede originar, es a ve­
ces imposible de rehacer si media una nulidad declarada 
por el juez, años después; 

3) La actitud del juez suele ser remisa en orden a 
proceder a la suspensión del acto, mientras se conoce de 
la controversia con la Administración; en ocasiones, la ley 
suele prohibir el efecto suspensivo del recurso o acci0i, 
contenciosa; todo lo cual dilata la defensa del particular 
agraviado O diluye los medios de garantía. 

Cuando más, si todo ello ocurre, es necesario otorgar 
debidas garantías antes de que el acto nazca, a fin de. 

231 



incluso, no abarrotar al juez de litigios en contra de h.l 
Administración. 

4) }Jero aún más: aún en Jos países del mayor desíl­
rroilo juridico suelen encontrar dificultades los administra­
dos gananciosos para hacer ejecutar lo sentenciado por pI 
juez en contra de la Administración; cierto, que quien se 
niega a cumplir lo fallado comete el delito de desacato, 
y deviene pasible de la correspondiente acción penal. 

Frente a cIJo, se ha visto también la posible mayor efi­
cacia de una decisión del superior jerárquico, que enfren­
tando a una reclamación administrativa, simplemente or­
dena al inferior que satisfacción sea dada al recurrente. 

3, EL PHOCEDIMIENTO ADy/INISTHATIVO y LA 
lDEA DE COLABOHACION SOLIDARIA 

Pero hay algo más que todo cuanto hemos señalado. 
Mientras el Estado y su Administración tuvieron por 

función simplemente "la conservación del orden público" 
(como seí'íalara la Constitución de 1925, art. 71), podía sa­
tisfacer la idea de una acción administrativa que invocando 
siempre la noción de soberanía imponía sus actos a los ciu· 
dadanos, que, ajenos enteramente a la decisión, debían so­
portar, rnuchas veces como un mal necesario. 

Sin embargo, hace ya bastante tiempo (y sobre todo 
con motivo de la asunción del Estado de su papel prepon­
derünte en lo económico y social), que la Administración 
ha venido asumiendo tareas fundamentales en campos tales 
que han venido a afectar al individuo en lo más vital de su 
existencia, sea educación, sea urbanismo, sea sanidad, pI a­
niJicación económica, política de salarios, desarrollo indu'\­
trial, política cultural, comunicaciones, etc. 

Estas nuevas tareas san imposibles de concretar con 
éxito si son impuestas desde arriba, sin que exista no ya 
un mínimo de adhesión ciudadana, sino una colaboración 
c{)llsciente, l'esponsable de los mismos beneficiarios de ellas. 
Afeclando ellas direclamente al modo mismo de vida de 
los ciudadanos, de no haber una aceptación querida por 
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('lIos. tarde {) temprano el udirún sus efectos y fracasarán ; 
si endo el fruto de una colaboración con ellos, es mús que 
seguro <Iue perdurarán esas medidas y fructificarán. 

Esa necesidad de adhes ión, o en todo caso de colabo­
ración, ha venido a ser una exigencia de la Adminis tración 
moderna, que siendo una Administración promotora del bien 
integral del ser hum ano en su dimensión temporal, requie­
re inelud iblemente del suje to, fundamento y fin de su pro­
pio obrar, tal como es el ciudadano, en su dimensión so­
cietaria. 

Podría decirse que esa colaboración es ha)' la verda­
dera fuerza del poder, condición indispensable de la obe­
diencia citHladana, y es que la ejecución del acto de la Ad­
ministración tendrá eficacia más que en la coerción de la 
autoridad, en la adhesión del administrado. Mientras q ue 
en ]a AdminL'i tración tradicional no se busca tanto conven­
cer cuanto imponer, la Administración de hoy - dotada de 
un poder político mucho mayor que antes- busca mucho 
más explicarse' v {.'o nvencer, afedando como afecta hoy a 
los intcrcse5 rn á; vitales de la comunidad. ' 

y en esto, el Procedimiento Administrativo es realmen· 
te insustituible: viene a ser el medio más perfeccionado por 
el cual se puede asociar al ciudadano al quehacer común , 
escuchando sus peticiones, estndiúndolas con detención. in~ 
formándose con todos los interesados que quieran colabo­
rar, sopesando los intereses contrapuestos, y en fin, deci· 
di endo - ciertamente COmo Autoridad, pero con pleno cono­
cimiento de la realidad de los hechos, de las circu nstancias 
concretas, y con la aquiescencia, o a l menos la adecuada 
comprensión, de aquellos a quienes va a afectar su deci­
sión-, como beneficio o carga. 

1\1edio privilegiado de crear solidaridad, el Proced i­
miento Administrativo al mi'imo tiempo es escuela en rique­
cedora en la formaci6n ciudadana, integrando en las tareas 
reaJizadorns de bien común, a las personas mismas intere­
sadas, evitando así esa idca tan tremendamente disolven­
te y corrup tora de creer que bien común y bien particular, 
autoridad y ciudadano, administración y administrado, son 
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ténninos irrec:onciJiables, enemigos jurados, IIOciollCS C( )ll ­

trap ll cs tas, incapaces de una síntesis integradora :)0. 
Síntesis que no diluye a la Autoridad desarmándola. 

pues que ésta solamente tiene por III isión la búsqueda y 
concreción del bien común, pero que oonsciente de estar 
gobernando personas, que no cosas, ha juzgado necesario 
para ulla mayor eficiencia de su acción de servicio, diri ­
girse a la racionalidad del hombre. buscando la adhesión 
de su inteligencia p ara integrarlo a una tarea com ún; a una 
tarea que, en definitiva, va en su propio y único bien; y si 
es aSÍ, parece natural que esté asociado, que colabore, q ue 
no sea ajeno, a su propio bien como miembro de la comu­
nidad. 

IlI. CONCLUSIONES 

Todas estas razones, con ser enteramente valederas, SOIl 

razones, si se quiere, técnicas, cual más cual menos, pero 
son en verdad, consecuencias de la razón de fondo, funda­
mental, basilar. 

y esa razón no es sino una, que no obstante ser obvia, 
e incluso así también la entendían los antiguos, ha venido 
a ser obscurecida por dos o tres siglos de absolutismo, pri· 
mero monárquico, luego burocrútico; y es que la razón de 
ser de la autoridad, del gobernante, de la Administración 
de quien ejerce en general una función pública. su funda­
mento, su base, es el bien común de la eomunidad políti­
ca, es el bien de todos y cada lino de los miembros de esa 

20 Es la posit:iún disolvente del indh'idualismo dieciochesco que 
enfrenta al individuo con la autoridad, será la posición de H . 
SPENCEfi (El hombre COl/tra el Estado; hay traducción esp. Agui­
lar. Madrid, 1953), también de ALAIN (Le citoyen COntre les 
PQuvoir~), incapaces de entender 10 social <:omo algo de la pro­
pia naturaleza del ser humano, y el cuerpo social como algo uni­
tario compues to de cabeza (autoridad) y miembros (ciudadanos) . 
Esta idea unitaria es la de los clásicos ( Aristóteles) y que re· 
tomará e l pensamiento cristiano ($. Tomás ) y desa rrollará ].\ 
doctrina de los últimos pontífices (León XIH "dcbnte). 
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s()(;iedau, de lIucstra }>atriH) en cuanto miembros de esb.l 
agrupación social. 

y si toda actividad está finalizada a ese objeto, cual 
es lograr crear "las condiciones sociales que permiten a to­
dos y cada uno de los integrantes de la comunidad nacio­
nal, alcanzar su mayor realización espiritual y material po­
sibl e, can pleno respeto a la seguridad, libertad y dignidad 
del ser humano y a su derecho a participar con igualdad 
de oportunidades en la vida nacional", tal como expresa el 
Acta Constitucional; N9 2, art. 2, y antes, la propia Declara­
ción de Principios, no se divisa cómo en esa su actividad 
pn eda no tomar en cuenta, no integrar, no escuchar, no ha­
cerlo colaborador constante, precisanlente a aquel que es 
destinatario, único y exclusivo, de todo el actuar del admi­
nistrador. 

Toda la tarea de administrar el Estado está volcada pa­
ra lograr que sus miembros logren, alcancen y disfruten 
de mayor bienestar, cultura, desarrollo personal; toda la 
labor de la autoridad no tiene otro fin que ese; si otrora 
el fin ha sido sólo la lucha por el poder, y alcanzando éste 
su conservacibn y mantenimiento, teniendo por mira el bien 
del partido, de la casta gobernante, de un grupo de ami­
gos personales, etc., e llo no puede hacernos olvidar la co­
rrupción que esa idea involucra, y el deber de reaccionar 
para hacer primar nuevamente la idca servicial que tiene 
la Autoridad, su sentido ministerial, de entrega de nuestros 
mús nobles esfuerzos en bien de la Patria, que es el patri­
monio de todo", idea que hiciera grande a Chile, y que es 
necesario reavivar. 

Si la autoridad no tiene más poder, más atribución ju·· 
ddica, más función que para obtener ese fin social, no pa­
rece muy lógico, ni tampoco muy práctico, que sus deci­
siones de servicio a la comunidad las adopte en el secreto 
de oficinas, y desde lo alto, sin advertir que los efectos de 
ella van -precisamente a beneficiar de un modo ti otro, y. 
en definitiva, a todos y cada uno de los miembros de ella. 

y si es para su bien, para su desarrollo, para su pro­
greso, para su elevación, parece esencial que colabore en 
la tarea común, pues que es también obra suya, 
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y esta ioea de pwc:edimicnto administrativo no t's sino 
otro nombre de la integración del particular al quehacer 
común, de la colaboración entre la autoridad y la comuni­
ciad, que son los dos eies ¡",ulamentoles del edificio social. 

Nada obtiene la autoridad con realizar los planes mús 
maravillosos si no cuenta (.'()n la colaboración de aquellos 
a quienes precisamente van esos planes a b eneficiar; y esa 
colaboración es la que ]005 procedimientos administrativos 
vienen a rc!,rular ordenadamente. a fin de hacer más eficaz 
la acción administrativa en orden a su función prestadora 
de !wrvicios, más oportuna, )' 111{t\) justa. 

Procedimentaiizar es eficacia, ciertamente; es oportu­
nidad, ciertamente; pero, sobre todo, c,~ respeto a la razona­
bilidad del hombre, pues es confiar en su natural aptituu 
para progresar, para elevarse, para desarrollar sus virtuali­
dades, para integrarse a la tarea común de hacer juntos una 
Patria grande, justa y fraterna. 

El que busca el bien com ún, también hw;ca de ma­
nera consecuencial su propio bien particular, y e110 pritne­
ro, porque el bien particular no puede subsistir sin el bien 
COmún de la familia, de la ciudad, de la Patria; y segundo, 
porque .siendo el hombre parte de Ulla casa, de una ciudad, 
ha de buscar lo que es bueno para él, por medio de un pru­
dente cuidado en torno al bien de la multitud". 

Si; procedimentalizar el actuar de la Administración es 
en alguna medida hacer al ciudadano facedor de 511 pro­
pio destino, consciente de su misión societaria, responsable 
de su propio futuro. ¿Estará el hombre común preparado 
para ello? ¿Estará, también, la Autoridad advertida de su 
papel educador en esto? 

No cahe duda que sí. Pero es tiempo ya que comen­
zeI110S; atrás han quedado ya muchas palabras; es hoy la 
hora de la acción: Que Dios nos ayude en ello. 

21 S. Tomás, Suma cit. 2~2.47, 10 ad 2. 
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NOTA Hih[¡ográfica. Sobre proccdimiento administrativo vid. en tre 
lI!udws p::tra Esparla: J. CoN:z.ÁI.U PÉIU':Z, El procedimiento admi­
lIistrati vo. Abella. i\-Iallrid, 1963 Y sus Comentarios (l la ley de pn,­
cetl imiellto ad'1lliníst.rafivo. Civitas, Madrid, 1977; F. GoNZÁLEZ NA­
VARHO, Procedimicmfos admi1li5tralivos especiales (2 vol.). Enap, \la­
drid , lDG7; tn:lyores antecedentes en F. CON".lÁI..EZ NAVAI\RO, Der.~­
eho adlllíu;slrlltioo Ij c íe,leía de la admillhtraciólL Repertorio hiblio­
grúfico de <lU[V Il'S espOIiolcs. BOB, :'vlndrid , 1076, 193-208; pura Fmll­
cia, G. IsSAC, La 1I'océdurc acl", ini51;mtive n OIL COILtentiellSe. LGD}. 
Paris, 1968; para Italia, el clásico A. SAJ'mUI.LI , II j lloceclimcn to (/'111'111;­

Hi.~tralivo (rist). Giuffré, Milano, 1959; .M. S. CLA:-:N [NI , DiritlO (LIllm i­
nis(rativo (2 vol). Ciuffré, Milano, 1970, vol 11 ; pam Inglaterra, 
J. F . GAlu,\¡EH, AdministraUve fAlO (4th. ed). RlItt-cr\.vorth .~. 197~. 
193;;~. (hay 5)) (~d. 1979 ); aunque no reciente J. L. BOIJ'iS.'\ ltD, I /e ll ­
(/I/ét(· JJ/lh1icll/c ell- Allglewrre. Puf. Paris, 1969; parn Akmit nia, el! 
{'spa i)o!: A. r\"IETO, El procedimiento llClmillistmtivo ('/1. fa doe!,,;,w y 
!agidaGÍ(;n Ole'll/(l/UiS, ('11 Hev. Administración Púhlica ( \I adrid ) :32 
(19(0) 75- 116; vid. e n RAP 47 (1965) 483-522 el proyecto d<.' ley 
de pro;.;cd. administrativo, ahora ley en Hl76; esta k'y de lf.lí6 e l! 
HAP 83 (1977) 477ss; rl'dentementc A. R. R EAL, Procedimiento ml­
lI/i ldst Jflti co Nun;:anulo, en Anuario de dcredlO administrativo (Ch:­
le) IH ( 1979/80 ) { ' Il pre nsas; para Argentina: A. C.omllf.1.0, Pro­
cedilll iellto y recursos administ rativos (2~ ed). ~vla('ch i. Bucl'os Ai­
res, 107 1; ),1. \ 1. DII::z y otr().~, Acto !I proc('([¡mie1l/o aclll/illisl r(lti~o. 
PlllS. Ultra. Bue nos Aires, 197,5; M.l\ I. Du::.:l, Ma/lual de derecho 
admillistratil:O (2 vol). Plus Ultra. Buenos Aires, II ( 1980 ) 479-552; 
para Uruguay: H. Fnuco:"lF. y otros, Procedimie nto adlllinistrativo. 
Acal i. ~ I ollte\' id co, 1977; A. R. REAl., L os principios del procedimien­
to administrativo ell el Uruguay en ADA cit. I ( 1975/ 76 ) 269-291; 
J. Pn,H, Derecho Admíllistratiw (G vol ), Acali Mon:evideo, 111-2 
( 1978 ) 115- 14G. Pnra el derecho comparado gen,('ral, aunque no muy 
rccienh', C. PA STOIU, La J!rocedura ammir,;sfra!JI;(I. ISAP. ~ 'fi1:l11{J, 
1964. 
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